Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 10 minutos) 


Agradecemos la presencia del señor Ministro de Industria, Energía y Minería, de sus asesores y demás jerarcas. El objeto de la 
convocatoria lo conocen, de modo que les ofrecemos la palabra. 


SEÑOR MINISTRO.- Lamentablemente, por razones ajenas a todos, la primera convocatoria fue en el mes de octubre y no 
pudimos concurrir pero, finalmente, ahora podemos hacerla efectiva. 


Queríamos manifestar que, a nuestro juicio, el nudo central es el Acuerdo energético celebrado entre la República Bolivariana de 
Venezuela y la República Oriental del Uruguay. 


En primer lugar, hubo un Acuerdo aprobado por el Parlamento. Luego, con fecha 5 de agosto se envió al Parlamento un detalle de 
cómo sería el Acuerdo, pero me gustaría ir directamente al documento que se ha firmado. 


En el mes de julio, en base a lo aprobado ANCAP y PDVSA firmaron este Acuerdo por el que se establece el suministro de hasta 
43.800 barriles diarios del consumo de Uruguay en materia de crudo, derivados o gas licuado de petróleo por parte del Gobierno de 
Venezuela, a través de PDVSA. Este Acuerdo en determinado momento -y lo hemos publicitado- se estableció sobre la base de 
que un 75% de la compra se debía pagar a 60 días, el 25% a 15 años, con un 2% de tasa. Desde que este Acuerdo está en 
vigencia, se han realizado seis compras de petróleo crudo y en todos los casos se mantiene una política muy adecuada por parte 
de ANCAP de no depender solamente de un proveedor, sino que se abre la licitación a todos los interesados. Asimismo, de esas 
seis compras que se han llevado a cabo, cuatro las ha ganado PDVSA y ello ha sido así, no solamente por el precio, sino por la 
aplicación de la paramétrica que utiliza ANCAP para la compra de crudo, que se basa en el precio, pero también en la mezcla de 
crudo que en ese momento necesita la refinería. Por ejemplo, en verano se puede necesitar crudos más livianos y en invierno, más 
pesados. En el caso que nos ocupa, quiero señalar que por primera vez se accedió a petróleos capaces de producir asfalto. En 
particular, este es un mercado del que ANCAP estuvo alejado por años. 


En lo que tiene que ver con estas compras que se han hecho, debo informar que en todos los casos ha habido importantes 
diferencias -de un 2% a un 4%- a favor de la adjudicación a PDVSA. Asimismo, parte del acuerdo habla de pagar con productos 
uruguayos, aspecto que se está desarrollando a nivel de otros Ministerios. Pero el hecho concreto significó una importante 
negociación porque, después de la crisis del 2002, ANCAP ya no compraba a noventa, sino a ciento veinte días, lo que significaba 
un recargo financiero muy importante; hablamos de entre U$S 600.000 y U$S 800.000 por cargamento. Ahora, en base a esta 
negociación, se ha conseguido un desahogo financiero que ANCAP lo ha traducido en reperfilar una deuda que tenía, de 
U$S 60:000.000, hacia plazos más largos con una tasa mucho más conveniente. Resalto que la tasa que tiene ANCAP para pagar 
a quince años, con dos de gracia, es del 2%, cuando se estaba pagando LIBOR más dos o más tres. 


Con esto me gustaría comenzar y aclaro que estamos aquí para aclarar las dudas que pueda haber. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permiten, quisiera que se explicara un poco mejor el tema de la mezcla de petróleos pesados, 
petróleos livianos, cuánto consumimos normalmente de unos y otros, etcétera. Desearía que se profundizara en esos aspectos, 
porque se suele oír que los petróleos pesados son de difícil elaboración en nuestra refinería. 


SEÑOR MINISTRO.- Si el señor Presidente está de acuerdo, enseguida cederé la palabra al Director de ANCAP, Germán Riet, que 
me acompaña hoy ante la ausencia física del país del Presidente, Daniel Martínez y del Vicepresidente, Raúl Sendic. 


Esto es así, los petróleos venezolanos son más pesados. La semana pasada se firmó, entre PDVSA, ANCAP y una empresa 
francesa, un acuerdo para que la empresa francesa lleve a cabo un estudio sobre la posibilidad de ANCAP de procesar crudos aún 
más pesados. Esto es importante, porque entre todo lo que se ha hablado está el ofrecimiento, por parte del gobierno de 
Venezuela, de un área de prospección en la cuenca del Orinoco para ser explotada entre PDVSA y ANCAP, que también produce 
petróleos pesados. 


Ahora quisiera ceder la palabra al señor Riet para explicar un poco más en detalle el tema de los crudos. 


SEÑOR RIET.- Como preguntaba el señor Presidente, existen crudos de distinto grado de densidad, así como estructuras, 
configuraciones tecnológicas de refinerías que son muy diferentes. Hay refinerías que pueden procesar determinados crudos y 
otros no y la nuestra tiene la capacidad de procesar crudos no pesados, de nivel intermedio, ya que posee un nivel de complejidad 
tecnológico bastante avanzado e interesante y tolera crudos de más de veinte grados para procesar. 


Dentro de esa tolerancia que permite el procesamiento de crudos de nuestra refinería, de todas maneras, se pueden elegir crudos 
de los cuales se puede extraer, por ejemplo, más productos intermedios -como pueden ser el gasoil o el dieseloil- o crudos, de los 
cuales se permite extraer más licuado de petróleo -más conocido entre nosotros como supergás- o más gasolina. 


Entonces, dentro de los crudos que se pueden procesar en nuestra refinería, tenemos esa posibilidad de elección según la 
demanda del mercado y la estacionalidad del año. 


Claramente hay determinados crudos ultra pesados que nosotros no podemos procesar y ha habido alguna discusión pública y 
confusión sobre el tema, por ejemplo, de los crudos venezolanos. Venezuela tiene crudos que Uruguay viene procesando desde 
hace muchísimos años. Al respecto tengo algunos datos; en el año 2001, por ejemplo, el 41% de los crudos que procesamos 
fueron de Venezuela. En el año 1999 el 55% de los crudos que procesamos también fueron de Venezuela. Además, en períodos 
anteriores habíamos sido clientes de ese país, que nos había abastecido. En otras épocas, nos abastecíamos más de Irán, que nos 
suministraba hasta un 52%. 


Venezuela, volviendo a la idea fundamental, tiene crudos que hemos procesado desde hace por lo menos 15 años en el Uruguay 
sin ningún problema. Son crudos, además, muy cotizados; su principal comprador es Estados Unidos de Norteamérica. 


También tiene esos crudos pesados o ultra pesados, sobre todo en la cuenca del Orinoco y es con referencia a esos crudos que 
Venezuela y PDVSA, nos está invitando, por intermedio de ANCAP, a ser socios en una zona de exploración, de producción de 
petróleo. Ese es uno de los motivos de la visita del Presidente y del Vicepresidente de ANCAP que hoy están en ese país 
acompañados por técnicos, es decir, avanzar en las características de esos crudos pesados que nos están ofreciendo producir y 
explotar en Venezuela. 


Seguramente y por lo que tengo entendido, estos crudos sufren un procesamiento primario allí mismo, en Venezuela, en el 
momento de ser extraídos, para luego ser exportados en condiciones muy similares a la de los crudos que hoy estamos 
procesando. 


De todo esto vamos a poder hablar con más detalle más adelante. 


SEÑOR MICHELINI.- Seguramente esto no tenga que ver con el tema por el que hoy los convocamos, pero teniendo aquí al señor 
Ministro y a integrantes del Directorio de ANCAP, quisiera hacer una consulta. 


Es notorio que las reservas de petróleo son finitas. La información que tengo es que hay más reservas de petróleo pesado que de 
petróleo liviano, que se ha ido agotando. Entonces, independientemente, digamos, del pozo de petróleo pesado que pueda existir 
en el Orinoco, la modificación o ampliación de la refinería para petróleos pesados, aparentemente, debería ser un elemento 
absolutamente necesario. Si esto es así, quisiera saber si nos abre el abanico de otras oportunidades, independientemente de 
Venezuela y si ese petróleo más pesado es más barato. Estas son las consultas que quería hacer. 


SEÑOR MINISTRO.- Como decía el señor Senador Michelini, las reservas de petróleo crudo son finitas. Según la historia de la 
humanidad, se maneja que ese período es de doscientos años, pues va desde 1850 y llegaría hasta 2050, año que podrá bajar o 
subir. 


Lo que sucede es que la tecnología actual está buscando desesperadamente tanto inyectar pozos que se consideran exhaustos, 
como también prerrefinar o utilizar los petróleos pesados. El hecho importante es que en la cuenca del Orinoco están operando 
todas las empresas multinacionales de primer nivel. El bloque 58 -al que hacemos referencia- que es uno de los que está más 
cerca del Atlántico, es de petróleos más livianos que los que se encuentran más alejados. 


De todas formas, la pregunta es pertinente, porque la refinería va a tener que operar con un abanico más grande de petróleos. 


SEÑOR ABREU.- Tengo una duda de carácter formal, por lo que quiero ver si me pueden auxiliar los señores Senadores de la 
mayoría. 


Tenemos el Convenio de Cooperación Energética entre la República Bolivariana de Venezuela y el Uruguay firmado el 2 de marzo 
de 2005. Esta Carpeta N* 181/2005 termina con el mismo proyecto de ley, con un artículo único, que la Carpeta del 5 de agosto de 
2005, que le cambia el nombre pues, en lugar de Convenio Integral, dice "Acuerdo de Cooperación Energética de Caracas, 
Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo". Creo que el primero todavía no fue aprobado por el Senado y el segundo, que tiene 
el mismo texto, es el que estamos considerando hoy con el Repartido de la Secretaría. 


Entonces, tengo una gran duda sobre qué es lo que estamos aprobando. ¿Cuál es la reflexión que hacemos? Hay un primer 
Convenio Integral de mayo de 2005 -que refiere al Acuerdo con la República Bolivariana de Venezuela- de carácter marco, que 
tiene una serie de disposiciones que comentamos en alguna oportunidad porque, entre otras cosas, adelanta la posibilidad de 
asociación de ANCAP con empresas extranjeras. A nuestro juicio, debería analizarse si se trata de una derogación del monopolio 
de ANCAP o de la posibilidad de su asociación estratégica con PDVSA, en particular con la República Bolivariana de Venezuela. 


Se me plantea la duda, porque este artículo 1% es el mismo que estamos considerando en esta otra Carpeta. Sin embargo, ese 
artículo no responde al mismo texto del Convenio Integral de la Carpeta N* 181, porque la N* 288 -que, reitero, culmina con el 
mismo artículo que aprobamos- tiene un articulado diferente y otra extensión. Entonces, me asaltan muchas dudas. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quisiera saber si la referencia que hace el señor Senador al artículo 1* es, en realidad, al artículo único. 
SEÑOR ABREU.- Exactamente, señor Senador. Es el mismo artículo que está en ambos textos. 

SEÑOR KORZENIAK.- Eso ocurre en todos los Tratados. 

SEÑOR ABREU.- No, señor Senador; dice: "Apruébase el Convenio de Cooperación Energética de Caracas". 

SEÑOR KORZENIAK.- Se cambia el nombre. 


SEÑOR ABREU.- En realidad, cambia el texto del artículo 1%, porque dice: "Apruébase el Convenio Integral de Cooperación 
Energética del Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela suscrito en 
Montevideo el 2 de marzo de 2005". Por su parte, la Carpeta N* 288, dice: "Apruébase el Acuerdo de Cooperación Energética de 
Caracas suscrito en Montevideo entre los Gobiernos de la República Oriental del Uruguay" y continúa la redacción que es más o 
menos la misma. Mi pregunta es qué Acuerdo estamos considerando, ¿el Convenio Integral de Cooperación Energética o este que 
dice Acuerdo de Cooperación Energética de Caracas? Insisto en que son dos Carpetas. 


Entonces, ¿cuál es el problema? La carpeta que habla del convenio integral, de fecha 9 de mayo de 2005, tiene un texto con mayor 
amplitud y cuenta con disposiciones que refieren a objetivos y áreas de cooperación, así como también a modalidades de 
cooperación. 


SEÑOR MICHELINI.- Ambas carpetas, ¿cuándo fueron enviadas por el Poder Ejecutivo? 


SEÑOR ABREU.- Una de ellas es del 9 de mayo de 2005, la que habla del convenio integral y, la otra, es de 5 de agosto de 2005, 
que empieza refiriendo al Acuerdo de Cooperación Energética de Caracas. 


SEÑOR MICHELINI.- Si la memoria no me falla, creo que nosotros aprobamos -no sé cuál es la situación en la Cámara de 
Representantes- un acuerdo energético. 


SEÑOR COURIEL.- El 2 de marzo vinieron dos Acuerdos que están firmados; uno de ellos está aprobado con media sanción -no 
sé qué ocurrió con él en la Cámara de Representantes- y ahora está en consideración la Carpeta N* 288, "Acuerdo de Cooperación 
Energética de Caracas", con respecto a la cual el señor Ministro de Industria, Energía y Minería hizo la exposición correspondiente. 


SEÑOR ABREU.- Desde un principio se nos planteó una preocupación en el sentido de que estas dos carpetas tendrían que 
haberse aprobado juntas. Evidentemente, se pretende considerarlas por separado. 


SEÑOR MICHELINI.- Es una potestad del Parlamento. 


SEÑOR ABREU.- Le pido al señor Senador que me respete. Precisamente, la potestad del Parlamento es respetar a los 
compañeros y a quienes están trabajando. Creo que no está bien interrumpir a quien está haciendo uso de la palabra cada vez que 
se quiera. 


Este tema nos presenta algunas dudas con respecto a su alcance. Hay que tener en cuenta otro hecho más; fuimos nosotros 
quienes hicimos el reclamo de que este es un tratado internacional y, por lo tanto, debió ser aprobado antes de ponerlo en 
ejecución. Como ya se lo ha puesto en ejecución, comenzó a avanzar, al igual que sucedió con Telesur, aunque el Poder Ejecutivo 
no haya dado una respuesta. Agregado a esto ahora tenemos un nuevo Acuerdo para transferir una línea de transmisión a 
Venezuela, lo que tampoco ha pasado por el Parlamento. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- En función de lo que venía expresando nuestro compañero el señor Senador Abreu, que nosotros 
apoyamos, desearía resaltar que efectivamente debe incluirse en esa lista el Acuerdo que aparentemente se ha suscrito por una 
posición orbital entre la República de Venezuela y el Ministerio de Industria, Energía y Minería, según hemos entendido y ha 
publicado la prensa. 


Comparto la necesidad de aprobar en forma conjunta los dos convenios, más allá de que el Parlamento tiene la potestad y la 
posibilidad de hacerlo en forma separada. Es evidente que esto involucra una única estrategia y, lo lógico, es lo que expresa el 
señor Senador Abreu en el sentido de que hubiera sido mejor haberlos aprobado juntos. 


Muchas gracias señor Senador Abreu por haberme concedido la interrupción. 


SEÑOR ABREU.- ¿Por qué estamos haciendo estas referencias? Porque creo que es muy importante ir acompañando las 
decisiones que se toman en la República Oriental del Uruguay en sendos tratados, para que den un sentido orgánico a los pasos 
que se van dando. 


En el artículo 5% de este Acuerdo de cooperación se habla de los pagos de intereses y amortización y se dice que podrán realizarse 
mediante mecanismos de compensación comercial, cuando así se haya propuesto y acordado con la República Bolivariana de 
Venezuela. 


A través de la prensa, he visto que se ha avanzado en forma intensa -antes de aprobar este tema- en mecanismos de 
compensación comercial. Incluso, según lo que tengo entendido, el propio Gobierno de la República Bolivariana ha avanzado en el 
área de cemento -después de haber hecho públicas las dificultades que se le estaban planteando por las exportaciones y por el 
flete- y en una serie de mecanismos de compensación comercial. 


Con respecto a otras rondas de carácter comercial que se iniciaron en la República Bolivariana de Venezuela, de acuerdo a la 
información empresarial que tenemos, todavía no han concretado ninguno, alguno o muchos de los acuerdos asumidos que, según 
se ha dicho, representaban en ese momento cerca de U$S 133:000.000, es decir, algunas decenas de millones de dólares. 


Quiero expresar al señor Ministro y al Poder Ejecutivo que, en la medida en que rescatemos el sentido orgánico, estos acuerdos 
son importantes para que todos los actores políticos estemos en condiciones de dar el mismo tratamiento y análisis a los Acuerdos 
internacionales que celebramos con una República como con otra. Eso es parte de la seriedad del país en materia de política 
exterior. Esto no tiene nada que ver con Venezuela sí o Venezuela no, o si su Presidente es el señor Chávez o no lo es. 
Simplemente, estamos diciendo que hay que mirar con el mismo método y con igual visión de carácter legal, formal y política el 
relacionamiento del Estado República Oriental del Uruguay, para que éste afiance y fortalezca su credibilidad y sus relaciones con 
otros países. 


La idea que hay detrás de todo esto es que algunos tratados tienen lentitud o dificultades para ser implementados -entre otras 
cosas, porque hay discrepancias o visiones distintas en la propia esfera de la mayoría- y otros se aprueban o siguen adelante sin 
ser analizados debidamente en el ámbito de una política exterior y lo hacen más allá de las propias autorizaciones de carácter legal 
que establece la Constitución de la República. 


Reitero que tenemos esa preocupación de carácter formal desde el primer día. Hay temas pendientes, como el de Telesur, que 
sigue siendo muy importante. En algunos Acuerdos, hay normas que están prorrogando la jurisdicción de la República a los 
Estados Unidos y a Miami y eso fue firmado por Venezuela y Uruguay, cuando la jurisdicción es de los Estados Unidos y de otra 
ciudad. Por otra parte, no entendemos el alcance de ciertas normas que se están aplicando en carácter particular. 


Entonces, nuestra preocupación consiste en saber cómo nos vamos orientando en este tipo de relación que es muy importante. 
Aclaramos que no le negamos al Gobierno la capacidad de dar la prioridad que corresponda -porque esa es su potestad y no del 
Legislativo- pero lo único que le solicitamos es que cuando haga uso de su potestad y de la visión privilegiada que pueda tener -por 
razones entendibles- realice las cosas de forma tal de que el Uruguay no se vuelva frágil en el ámbito internacional, firmando 
tratados o adelantándose en determinadas conductas políticas que, a veces, no se corresponden con la aprobación de las normas. 
Y lo digo para este caso como para tantos otros. 


En concreto, todo esto nos preocupa porque, además, tenemos el tema de Telesur pendiente. No sabemos en qué está ese asunto, 
que sabemos que es muy importante, pero parecería que hasta internamente han existido dificultades terribles para poder 
manejarlo en el propio Canal 5 de Montevideo. 


Es así que tenemos el tema de los Acuerdos comerciales y el de la energía. Todos los días nos llegan noticias de cómo se va a 
manejar determinado anillo energético, que antes era de Camisea y ahora, según dicen Perú y Bolivia, no lo va a ser más porque 
estos países se sustraen al Acuerdo energético y, por tanto, el acuerdo ahora se va a celebrar en función de lo que Venezuela 
pueda aportar en lo que es el anillo o el collar energético, como en algún momento dijo el Presidente Chávez. Este collar viene 
desde Venezuela con una concreción de carácter puntual, por lo que debemos ver qué proyecciones tiene. 


Antes de conceder una interrupción al señor Senador Couriel, deseo señalar que mi preocupación como Senador es que tengamos 
una prolijidad adecuada para no dar la sensación de que estamos tomando decisiones que a veces van desfasadas de las propias 
normas que tenemos que aprobar. 


Quería aportar esta reflexión, entre otras cosas, porque tengo algunas preocupaciones respecto del tema energético que, con 
posterioridad, desearía abordar. 


SEÑOR COURIEL.- Esta Comisión de Asuntos Internacionales ha llamado al Directorio de ANCAP y al Ministerio de Industria, 
Energía y Minería para tratar, en particular, un acuerdo de cooperación. Ese es el tema que debemos analizar. Naturalmente que 
son bienvenidas todas las reflexiones que desee hacer el señor Senador Abreu; sin embargo, nos habla de otros tratados que no 
están a consideración en este momento, por lo que, seguramente, es muy difícil poder dar respuestas sobre algo que no estamos 
analizando. Es probable que el señor Senador quiera que se brinde un lineamiento estratégico de la política internacional pero, en 
realidad, eso correspondería que lo viéramos con el señor Ministro de Relaciones Exteriores. Entonces, pienso que ya que 
llamamos al señor Ministro de Industria, Energía y Minería, debemos referirnos al Acuerdo que tenemos a consideración. Ahora 
bien, como se trata de esa Cartera, creo que si se estima pertinente hablar de otros elementos de carácter energético, se podría 
aprovechar esta oportunidad para realizar las reflexiones que se entiendan convenientes. En ese sentido, pues, no tengo ningún 
problema. Pero, en los hechos, el tema que está arriba de la mesa es el Acuerdo de Cooperación Energética de Caracas. 


SEÑOR ABREU.- Comparto la metodología que se plantea, pero parecería que cada reflexión que se hace va en el ánimo de poner 
piedras en el camino. Creo que debemos aprovechar la oportunidad de la visita del señor Ministro, porque es el representante del 
Poder Ejecutivo en materia de política energética, de política comercial e industrial, lo cual está relacionado con profundas 
decisiones que debe tomar el Gobierno de la República y el Estado uruguayo en lo que es la inserción en un ámbito particular. 
Entonces, si no podemos expresar nuestra preocupación para que, incluso, el propio Ministro sea nuestro procurador en el Poder 
Ejecutivo a efectos de rescatar una visión armónica y seguimos con el criterio de que nos debemos referir exclusivamente a la 
materia específica, pienso que no vamos a poder tener una visión sistémica de las cosas y recorreremos el camino de la 
institucionalidad con una visión hemipléjica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de continuar, quiero informar al señor Senador Abreu que la Carpeta 181 no se elevó a la Comisión 
o, si estuvo, no fue aprobada en este ámbito. Concretamente, se consideró con carácter urgente en el Senado y se aprobó el día 
14 de julio de 2005. 


La Mesa quiere consultar al señor Ministro, al representante de la Dirección Nacional de Energía y al Director de ANCAP sobre si 
van a realizar alguna exposición adicional, porque considera que para el buen orden del debate sería mejor escuchar a nuestros 
invitados y que luego los señores Senadores hagan los comentarios respectivos. 


SEÑOR MINISTRO.- Nosotros leímos atentamente este Acuerdo y hemos venido preparados para hablar sobre él. Queremos 
agregar que las dos empresas, ANCAP y PDVSA, firmaron la sustancia del Acuerdo y por eso es que se comenzó a operar. Esa es 
la razón de la referencia que hicimos a las compras que se realizaron desde que el Acuerdo entre ANCAP y PDVSA comenzó a 
operar. 


SEÑOR KORZENIAK.- Me quiero referir a un combate en el que, en general, me frustro, aunque en las Comisiones que actúo con 
frecuencia, se da cumplimiento a lo que voy a plantear. 


Considero que debemos separar las deliberaciones entre los miembros de la Comisión de las preguntas que se formulan a los 
Ministros. Naturalmente, cuando se interroga al titular de la Cartera, esto viene precedido de una especie de pequeño alegato. Lo 
mismo ocurre con los pedidos de informes que, en lugar de pedir datos e informes por escrito, en realidad contienen alegatos. Sin 
embargo, creo que se debe tener una cierta medida y aprovechar las comparecencias ministeriales. Para ello, el discurso preliminar 
debería ser un poquito más corto y la pregunta más útil, de forma tal de poder escuchar al Ministro. Terminada su contestación, 
nosotros podemos estar cien días y cien noches enteras conversando. Lo que planteo es una tradición parlamentaria que considero 
buena. Es la idea que quería trasmitir. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Esto coincide con la apreciación que estaba haciendo la Mesa respecto a que lo más conveniente es que 
nuestros invitados realicen sus exposiciones sobre estos Acuerdos y después se hagan las preguntas del caso. 


SEÑOR MINISTRO.- Entendemos que este Acuerdo, desde el punto de vista comercial y, también -por qué no decirlo- de la 
integración respecto al marco y a lo que ha firmado ANCAP y PDVSA, es altamente beneficioso para el país por las condiciones en 
que se mueven el mercado petrolero mundial y ANCAP en estos momentos. Tal como dijo el Director Germán Riet, se trata de un 
proveedor de vieja data en el Uruguay -no es nuevo- es confiable y por eso se firmó y se está cumpliendo. 


SEÑOR RIET.- No voy a abundar sobre lo dicho, pero quería reafirmar algún concepto. 


El Directorio de ANCAP ha definido como política -lo ha consultado con el Ministerio y estamos de acuerdo- que hay que mantener 
una diversidad de fuentes de abastecimiento. Si bien en la práctica esto ya lo venimos haciendo, es decir, realizando compras con 
otros proveedores tradicionales de Uruguay, las conveniencias financieras y de rentabilidad de la provisión de nuestra refinería 
hacen muy convenientes las compras a PDVSA. 


Por otro lado, el señor Ministro se refirió a un adicional y quiero reiterarlo. Nosotros habíamos dejado de producir asfalto en el 
Uruguay y ese es el único proveedor histórico que nos provee de crudo asfaltífero. Dado que hemos vuelto a producir asfalto, 
nuestra refinería también gana en rentabilidad y las características financieras del Acuerdo nos han permitido pegar el salto de 
compras de crudo, ya que si bien históricamente ANCAP las hacía al contado y sin pagar intereses, desde la crisis del 2002 
veníamos pagando a 90 o a 120 días, con intereses entre U$S 400.000 a U$S 800.000 por cada compra y el mes pasado, por 
primera vez en varios años, se ha realizado una compra al contado que nos permite salvar el pago de esos intereses. 


Además, creemos que es una forma de colaborar con el desarrollo de la actividad económica del país. Téngase en cuenta que el 
único pago que hemos hecho a Venezuela, hasta el momento, ha sido de U$S 43:000.000, de los cuales, prácticamente, U$S 
33:000.000 han sido ya reinvertidos en el país y se pagarán con productos y servicios. Entonces, nos parece que este Acuerdo 
favorece mucho a ANCAP, al país y que no compromete -así lo entendemos- ningún principio central ni estratégico de la empresa. 


SEÑOR ABREU..- Para ceñirme a lo solicitado por el señor Senador Korzeniak, me voy a referir a dos preguntas concretas. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sin alegato previo. 


SEÑOR ABREU.- La primera está dirigida al Ministerio de Industria, Energía y Minería. En función del cumplimiento de este 
Acuerdo quisiera saber cómo han evaluado los compromisos comerciales asumidos respecto del cemento de ANCAP, qué 
posibilidades concretas tienen de poder cumplir con ese 25% de intercambio compensado y cómo los sectores productivos 
uruguayos se han visto reflejados hasta ahora en este porcentaje. 


La segunda pregunta está vinculada al contrato marco de compraventa de crudo a que hacía referencia el señor Ministro. Hay dos 
cláusulas. Una de ellas, la 15, que señala que todos los aspectos relacionados con la validez, interpretación y ejecución de este 
contrato se regirán por la Ley de la República Bolivariana de Venezuela. Este es el contrato que, según se ha dicho, ya se ha 
firmado entre PDVSA y ANCAP en función de este acuerdo e, incluso, tengo aquí las firmas. Allí se expresa que todos los aspectos 
relacionados con la validez, interpretación y ejecución de este contrato se regirán por las leyes de la República Bolivariana de 
Venezuela. Pregunto al señor Presidente de ANCAP cuál es el alcance que le da en relación con esto. La cláusula 18 de arbitraje, 
que es bueno que tengamos en cuenta para discusiones futuras en otros tratados, dice que cualquier controversia, reclamo o 
incumplimiento relacionado con este contrato será resuelto a través de arbitraje, llevado a cabo en el idioma español o inglés, en la 
ciudad de Miami, de los Estados Unidos o en cualquier otra ciudad acordada por ambas partes. Allí se establece un sistema de 
arbitraje que, justamente, en caso de disputa, prevé la designación de un tercer árbitro por parte de la Corte de Arbitraje del Comité 
Internacional de Arbitraje. Obviamente, hay otra cláusula que, desde el punto de vista legal, da una gran amplitud a PDVSA, pues 
dice que nada en este contrato será interpretado para evitar que cualquier Tribunal competente emita decretos, medidas u órdenes 
con cualquier otra finalidad similar, en ayuda de cualquier arbitraje iniciado o a ser iniciado y el cual persiga el pago de cantidades 
no debidas al vendedor. 


SEÑOR MINISTRO..- Solicito que se me reitere la primera pregunta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no entendí mal, la primera pregunta refiere al cumplimiento de la cláusula en virtud de la cual, el 25% 
del total de las operaciones será correspondido con operaciones comerciales. Ellos piden especialmente la evaluación de eso con 
particular referencia al cemento. 


SEÑOR COURIEL..- El señor Presidente resumió lo que dijo el señor Senador Abreu. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señor Senador, fue lo que hice, porque creo que es así. 
SEÑOR COURIEL.- No es así. 

SEÑOR PRESIDENTE.- En todo caso se aclarará después. 

SEÑOR COURIEL.- Quiero aclararlo ahora. 


El convenio del 25% simplemente refiere a un plazo de quince años con dos años de gracia y un 2% de tasa de interés. Lo que es 
compensado con bienes es el 75%. 


SEÑOR ABREU.- Creo que lo mejor es remitirse al artículo 5% del tratado que estamos analizando, que dice que los pagos de 
intereses y de amortización de capital de las deudas contraídas por la República Oriental del Uruguay podrían realizarse mediante 
mecanismos de compensación comercial -al decir "los pagos" no se está hablando de ningún porcentaje, sino que se lo hace en 
forma general- cuando así sea propuesto y acordado entre la República Bolivariana de Venezuela y la República Oriental del 
Uruguay, pudiendo comprender la compensación, tanto la entrega de bienes, como la prestación de servicios. 


Entonces, quiero saber cuál es la evaluación que tienen hasta el momento del funcionamiento de este sistema de compensaciones. 


SEÑOR MINISTRO.- Voy a referirme al portland y al etanol, alcohol a ser producido en el ingenio de Bella Unión con refinería de 
alcohol. Venezuela tiene mucho interés, tanto en el portland como en el etanol, pero hay un problema logístico. El portland acá es 
mucho más barato, cuesta 50; sin embargo, en Venezuela llega a 150, cuando allá cuesta 100. Esto se está trabajando por parte 
del Gobierno venezolano con la eventualidad de que una flota especial haga el traslado de ese portland de Uruguay a Venezuela. 


Con respecto al etanol, hay una inversión de U$S 7:000.000 para su producción como forma de pago de la primera remesa de 
crudo que vino. Esta inversión se pagará cuando se empiece a producir. ¿Por qué etanol? Porque va a ser de gran demanda; 
incluso, nosotros podríamos sustituir un aditivo que en este momento estamos usando en la refinería por etanol. Esta es mi 
respuesta en lo que tiene que ver con las compensaciones. 


Para referirse al tema del arbitraje, si los señores Senadores están de acuerdo, le cedería la palabra al señor Riet, Director de 
ANCAP. 


SEÑOR RIET.- Complementando lo expresado por el señor Ministro sobre cómo evaluamos el sistema de compensaciones, quiero 
destacar que en una intervención anterior había mencionado que de los U$S 43:000.000 que ANCAP ha pagado por el primer 
embarque correspondiente al 75%, hay U$S 10:000.000 destinados a la compra de servicios por mejora de gestión que se volcarán 
en la UTE -que, a través de su consultora CONEX, va a brindar servicios de gestión a la compañía eléctrica estatal venezolana- 
U$S 5:000.000 para empresas recuperadas por los trabajadores -como son los casos de Cristalerías, FUNSA y otros- U$S 
7:000.000 que, como explicó el señor Ministro, ANCAP va a utilizar en el proyecto supraalcoholero, que va ser pago con etanol y, 
finalmente, hay un aporte al Hospital de Clínicas -que es el doble de los U$S 10:000.000; luego lo voy a mencionar- que 
corresponde al pago de ANCAP, que van a ser retribuidos con la formación de profesionales venezolanos en el hospital 
universitario. 


Debo pedir disculpas al señor Senador y amigo Abreu, porque no tengo a mano el contrato al que hacía referencia. Se trata un 
contrato comercial entre dos empresas que, obviamente, no requiere la aprobación parlamentaria. No obstante, estamos 
dispuestos a dejarles nuestra información y nuestra opinión. 


Respecto al último tema, voy a solicitar al señor Senador que reitere las preguntas. 


SEÑOR ABREU.- En el proyecto se incluye una cláusula de arbitraje bajo la jurisdicción de los Estados Unidos de Norte América. 
Por lo menos, en el caso de Uruguay es una empresa estatal monopólica, más allá de algunas áreas en las que se ha asociado. De 
manera que la pregunta simplemente apunta a saber cómo evalúa ese punto ANCAP, porque estamos hablando de otro tipo de 
contrato y de tratados que tienen dificultades de otra naturaleza. Lo cierto es que en este caso, una empresa monopólica estatal 
uruguaya dice que la jurisdicción es directamente de los Estados Unidos de Norte América. Más allá de que exista la posibilidad de 
un acuerdo empresarial, se supone que ANCAP es una empresa que representa al Estado uruguayo y actúa con el Poder 
Ejecutivo. Me parece que la visión del Poder Ejecutivo se refleja en una cantidad de disposiciones como, por ejemplo, aceptar en 
este caso la jurisdicción de los Estados Unidos para arbitrajes; sin embargo, después tiene visiones diferentes en otros temas y 
Acuerdos de carácter comercial con el exterior. 


Entonces, simplemente quería saber cómo evalúa esto ANCAP y si existen antecedentes de esta naturaleza. Me gustaría saber 
también cómo interpreta la nueva Administración el hecho de someter a la jurisdicción de los Estados Unidos nada menos que a la 
empresa más fuerte de la República Bolivariana de Venezuela y al Uruguay, en este caso, representado por ANCAP. 


SEÑOR RIET.- En el marco de la negociación, como realmente se proponían condiciones muy interesantes -a las que ya nos 
referimos a lo largo de este intercambio- y justamente a raíz de la demora por parte del Poder Ejecutivo y del Parlamento en la 
aprobación de esto que estamos discutiendo hoy, que es el Acuerdo de Caracas, se hizo un Acuerdo complementario, que tiene 
absoluta legitimidad jurídica, entre ANCAP y PDVSA. Precisamente PDVSA, ante la demora de la aprobación del Acuerdo político 
que fue firmado por los Presidentes el 2 de marzo, estableció estas condiciones que, entendimos, no lesionaban en absoluto la 
soberanía ni las posibilidades de nuestra empresa. Tan así es que más allá de esto, ustedes podrán ver en el Acuerdo que hoy 
tenemos en discusión -que es un Acuerdo celebrado entre los Gobiernos y de carácter político- que no se habla de arbitraje, sino 
de arreglos amistosos. En definitiva, lo que ocurrió fue que como aquí había una empresa que quería tener garantías de arbitraje, 
se aceptó esta cláusula. 


Incluso, puedo informar que desde un principio se estableció, en el borrador de este acuerdo, que íbamos a hacer los pagos en una 
cuenta bancaria de los Estados Unidos. Este punto sí pudimos negociarlo, porque nos pareció que, si bien tampoco se violaba 
ningún principio o situación, era mucho más interesante que la cuenta con la que luego se podrían financiar las exportaciones 
uruguayas a Venezuela, estuviera abierta en el Banco de la República Oriental del Uruguay, que fue lo que finalmente se hizo. 


Independientemente de esto, también hubo otros aspectos -que, quizás, puedan llamarnos la atención- que entendimos que no 
lesionaban los intereses del país ni de la empresa. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido excusas a la Comisión y a los amigos que nos visitan por haber llegado tarde. 
Quiero entender bien el tema, para luego poder formular mis interrogantes. 


Aquí hay dos convenios: uno integral, de cooperación energética, que ya se aprobó y un acuerdo de cooperación energética de 
Caracas, que es el que estamos tratando. Es evidente que ambos instrumentos están íntimamente ligados. 


Entonces, aquí convendría aclarar qué se entiende por la ejecución de un convenio conjunto. Por ejemplo, en lo que tiene que ver 
con el Convenio Integral de Cooperación Energética se habla de áreas de procesamiento de crudo, de distribución y 
comercialización. Quiero saber si estaría comprendida, dentro del Acuerdo que ya aprobó el Parlamento, la ejecución conjunta 
entre Uruguay y Venezuela -o entre ANCAP y PDVSA, empresas petroleras estatales controladas en su totalidad por los 
respectivos Gobiernos de esos países- de un proyecto para almacenar y procesar crudo, para distribuir y comercializar los 
productos derivados de ese procesamiento. Si esto es así, estamos prácticamente en los mismos contenidos que, en su momento, 
tenía la ley de asociación de ANCAP, que tanto se criticó. 


Con respecto al Acuerdo de Cooperación Energética de Caracas, quiero decir que, por lo menos hasta el año 2001 -según tengo 
entendido- ANCAP compraba a Venezuela los cargamentos de crudo. El único motivo por el cual dejó de hacerlo fue que, durante 
la crisis económica que vivió el país -a la que ANCAP no estuvo ajena- la empresa estatal solicitó a sus proveedores noventa días 
de plazo para el pago; PDVSA no lo aceptó y no se presentó más a los llamados que se hicieron. 


En este Convenio, que prevé que la República de Venezuela suministrará petróleo crudo, productos refinados y GLP por una 
cantidad de hasta 1:314.000 barriles por mes -esos son los 43,8 - no se establece un piso y sí se pone un techo en la cantidad, 
pero se dice que ese suministro puede ser objeto de evaluación y ajuste en función de las compras de Uruguay, pero también de 
las disponibilidades de Venezuela, de las decisiones de la OPEP y de cualquier circunstancia que obligue a Venezuela a cambiar la 
cuota asignada. La pregunta es si esto no expone al país a que Venezuela, por cualquier circunstancia, pueda cambiar la cuota 
asignada. 


Por otra parte, según el Convenio de Cooperación Energética de Caracas, se estaría financiando el 25% del total del precio a 
quince años con dos años de gracia y un interés del 2% anual. Supongamos, en una hipótesis optimista, que el precio internacional 
del crudo estuviera en U$S 50 el barril. ANCAP compra a razón de 1:000.000 de barriles por mes, lo que totaliza una compra 
mensual de U$S 50:000.000. Si se financia el 25%, estaríamos en una cifra de U$S 12:500.000 que se financian a quince años. Si 
en una primera instancia no se compraran todas las cargas anuales a PDVSA, sino seis cargas anuales. En ese caso, nos estaría 
dando un endeudamiento anual de ANCAP con PDVSA de unos U$S 75:000.000 por año, lo que multiplicado por cuatro daría un 
endeudamiento de U$S 300:000.000 por año. La pregunta que queremos hacer es, si este nivel de endeudamiento con PDVSA, 
que además se trasunta en una magnitud importante, no puede también traducirse en una especie de control de PDVSA sobre el 
mercado de combustibles del Uruguay, más aún teniendo que aplicarse el Convenio Integral de Cooperación Energética. 


SEÑOR ALFIE.- Quisiera agregar algunas preguntas. 


En el mismo sentido que el señor Senador Larrañaga, e integrando los dos Acuerdos -hay uno firmado por ANCAP sola, que fue al 
que se dio lectura- quisiera remarcar en especial la cláusula del arbitraje que fue leída por el señor Senador Abreu, porque apunta 
específicamente a lo que señala el señor Senador Larrañaga. Dice que cualquier controversia, reclamo o incumplimiento 
relacionado con este contrato será resuelto como ya fue expresado. El inciso segundo de la cláusula 18 del arbitraje dice que nada 
en este contrato -nada- puede interpretarse para evitar que cualquier Tribunal competente emita decretos, medidas u órdenes con 
cualquier otra finalidad similar en ayuda del arbitraje iniciado o a ser iniciado, el cual persiga el pago de cantidades debidas al 
vendedor. El vendedor es Venezuela y, como se rige por la ley de Venezuela, los tribunales son los venezolanos. Entonces, 
integrando las normas, Venezuela tiene bajo su ley el contrato, el vendedor es un venezolano y nada puede evitar que los 
tribunales de Venezuela hagan interpretaciones o emitan medidas, decretos u órdenes en favor del vendedor que es un 
venezolano, que es PDVSA. 


Reafirmo la pregunta que hizo el señor Senador Larrañaga. Quiero saber cuál es la garantía que en este caso tiene ANCAP y el 
país para que la deuda no se haga exigible de un momento para otro. 


Quiero señalar que en la cláusula primera del Acuerdo de Cooperación Energética de Caracas se habla de 43.800 barriles diarios, 
no se dice en ningún caso qué tipo de petróleo es. Entonces, esto significa que firmamos algo sin tener ni siquiera la certeza de que 
vamos a poder contar con determinado tipo de crudo. Puede ser que en algún momento al vendedor se le ocurra decirnos que el 
crudo que tienen es tal y tal vez a nosotros no nos sirva. Por lo tanto, ya no sólo no tenemos la certeza de un abastecimiento 
mínimo, sino que no tenemos la certeza de poder tener ningún abastecimiento. Puede ser que esté equivocado; si es así, pido que 
me lo hagan saber. 


Siguiendo con preguntas que tienen que ver con el contrato y que no son tan técnicas, tenemos que la cláusula sexta del contrato 
dice que los volúmenes de uso y consumo interno serán ratificados en cada oportunidad por la República Bolivariana de Venezuela. 
Entonces, esto quiere decir que tenemos a una República extranjera haciendo certificaciones sobre asuntos internos y verificando 
los números de una empresa pública nacional. De pronto estoy equivocado, pero me parece que esto es lo que se desprende de la 
cláusula como condición. En caso de que en algún momento nos decidamos a abrir el mercado, también vamos a tener como 
condición que verifique los consumos de las demás empresas uruguayas. Digo esto, porque el consumo es uruguayo y lo que se 
impide es que se compre más que el consumo nacional. 


SEÑOR MICHELINI.- Lo que vendan ellos, señor Senador. 
SEÑOR ALFIE.- No, habla del consumo interno de la República Oriental del Uruguay. 


SEÑOR MICHELINI.- Se trata de que los volúmenes de las ventas financiadas por la República Bolivariana de Venezuela serán 
para el uso del consumo interno de la República Oriental del Uruguay. Nos están vendiendo en condiciones especiales -después se 
podrá discutir si esto es así- y ellas son para el consumo del Uruguay y no para que haga triangulación y me parece que es lógico. 
Lo que Venezuela quiere es controlar que esos volúmenes se consuman en el Uruguay. 


SEÑOR ALFIE.- Es así, señor Senador. 


En primer lugar, lo que digo es que entre dos países, estas cosas generalmente no se firman, porque hay confianza mutua. En 
segundo término, ahora tenemos una sola empresa y si hubiera más de una empresa que produjera combustible en el Uruguay, 
también un Gobierno extranjero auditaría a las demás, porque se trata del consumo interno y que sea la empresa tal o cual o su 
suma se trata, reitero, del consumo interno del Uruguay. 


En tercer lugar, la cláusula cuarta del convenio que habla de las condiciones financieras, a mi modo de ver, es particularmente 
oscura y, además, tiene un error porque le deja un libre albedrío al vendedor, muy importante. En el punto a) se menciona un corto 
plazo de hasta 90 días o sea que Venezuela puede plantear que el pago se haga al contado. En realidad no dice que son 90 días, 
ahora es así, pero puede ser al contado. Después establece que para la parte principal de los pagos, generará un interés del 2% 
flat. ¿Qué significa un interés del 2% flat? Que es un 2% por el financiamiento, independientemente del plazo que se estipule. En la 
jerga financiera eso es lo que significa. Si Venezuela dice que vamos a financiarlo a 90 días -pongamos el mejor ejemplo- pero hay 
que pagar el 2% sobre todo el precio por 90 días, esto es más del 8% anual. Después viene el resto, pero acá no dice "anual"; dice 
"flat". Más adelante expresa: "De Largo Plazo de hasta quince años", nuevamente, no es "a quince años" "para la amortización del 
capital, con un período de gracia de pago del capital de hasta dos años y una tasa de interés anual del 2%". Aquí sí es tasa de 
interés anual y no sobre todo, una cifra única del 2%. Y dice: "El monto de los recursos financiados aplicables se determinará con la 
siguiente escala". Y aquí está el precio promedio de venta anual FOB Venezuela por barril en dólares estadounidenses: mayor o 
igual a U$S 15, 5%. Después, mayor o igual a U$S 20, 10%; mayor o igual a U$S 22, 15% y así hasta U$S 30. Ahora bien; U$S 30 
es mayor o igual a 15, quiere decir que si está mayor o igual a 30, puede ser también sólo el 5%, no necesariamente es el 25%, 
porque 30 es mayor o igual a 15. Tendría que decir "hasta U$S 15, 5%; entre U$S 15 y U$S 20, 10%; entre U$S 20 y U$S 22, 15%, 
etcétera". Esto se redactó ex profeso de esta manera para tener más liberalidad o hay un error. Pregunto cuál de las dos hipótesis 
es la correcta. 


Luego habla de los precios referenciados al mercado internacional y supongo que esto debe ser una jerga; deberíamos saber 
cuáles son esos precios, pero supongo que son comunes. Sabemos que hay cantidad de precios de referencia, como el WTI, el 


Brent, los Urales y suponemos que se referirán a ellos; nos gustaría que estuviera más explicitado, pero no es así. Quizás sea la 
parte más comprensible de todo esto. 


Hasta acá hago las preguntas referidas al contrato, complementarias a las que realizó el señor Senador Larrañaga. Luego querría 
preguntar otras cosas acerca de las afirmaciones que hicieron el señor Ministro y el Director General, señor Riet. 


SEÑOR MINISTRO.- Antes de ceder la palabra al ingeniero Martín Ponce de León, Subsecretario de la Cartera, que contestará las 
preguntas de los señores Senadores Larrañaga y Alfie, quiero simplemente decir dos cosas. Este contrato es similar a muchísimos 
contratos que se firman en el mundo y todo lo que está es normal en cualquier contrato, especialmente, aquello a lo que hacía 
referencia el señor Senador Alfie en cuanto a los descuentos por precio. Asimismo, quiero recordar a todos que este contrato tiene 
vigencia de un año, por lo que -lo preguntaba el señor Senador Larrañaga- esto se puede denunciar por cualquiera de las partes y 
la denuncia tendrá efecto a los noventa días, por lo tanto es algo que podemos rever a medida que vaya sucediendo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Vamos a circunscribir los comentarios, con toda intención, al texto del Acuerdo, porque una cosa es 
un Acuerdo entre Estados y, como es evidente, otra es un contrato entre empresas. Es decir que, cosas que un Estado jamás 
firmaría, una empresa lo hace y aquello que una empresa puede exigir, un Estado no lo haría y viceversa. Entonces, no hay ningún 
inconveniente en discutir contratos; sería bueno ver un juego de contratos -como decía el señor Ministro- de diversos contratos y de 
distintos momentos. Sin embargo, quiero hacer hincapié en que debemos separar eso de lo que es algo que está siendo puesto a 
consideración de un Parlamento, no para esquivar el tema -repito- sino para separar los montos. 


En relación al Acuerdo que está a consideración, la primera reflexión que quiero hacer -y que cruza varias de las preguntas 
efectuadas- es el porqué de los 43.800 barriles diarios. ¿Por qué está puesta, en definitiva, la cifra? Recién alguien dijo que era un 
techo, pero no un piso y preguntó qué garantía teníamos de poder comprar algo. 


Efectivamente, una de las características de este Acuerdo es que nadie queda comprometido, no hay ningún negocio cerrado en él, 
se trata de un marco. 


Ahora bien, ¿por qué hay un techo? Bueno, esto cierra con lo establecido en los puntos cuarto y sexto del Acuerdo. Es decir que 
las condiciones de este marco son que si Uruguay le compra a Venezuela -esto se explicita con una escala que está indicada como 
tal y, por lo tanto, si bien comprendo, llamémosle así, el preciosismo lógico, creo que es contundente, porque dice que si es más de 
30 vale tanto; creo que no cabe duda sobre esto- va a tener un financiamiento que llega al 25% a una tasa de interés de 2% anual. 


Además esto va a tener una expresa referencia a la posibilidad de pagar con bienes que, naturalmente, requieren Acuerdos en 
cada caso porque, ¿quién fija el precio de esos bienes? Este es el devenir del acontecer económico entre los países y entre los 
actores económicos de los países, que en algunos casos serán públicos y en otros privados. 


Entonces, si vamos a tener un 2% de interés a 15 años sobre un 25% del precio, esto tiene dos consecuencias. Por un lado, está 
ANCAP -y es natural que este sea un factor que se pone en el comparativo de precios- que sigue teniendo que optar, dentro de ese 
esquema de canasta y de diversidad al que se refería, pero con un precio que tiene las condiciones que están aquí. 


También aludí al punto sexto. ¿Por qué? Porque a los efectos de este Acuerdo, los volúmenes de venta financiados por la 
República Bolivariana de Venezuela serán para el consumo interno del Uruguay. Es decir que no nos lo dan para que compremos y 
vendamos afuera. ¿Qué inconveniente tendría Uruguay en poner 100 barriles diarios donde dice 43? Ninguno, pero quien pone el 
límite es Venezuela y esto tiene lógica, entendámoslo señores. Y tiene lógica que diga que va a estar mirando para ver hasta dónde 
esa es una condición que mantiene o no. Este Acuerdo tiene vigencia por un año, se renueva por períodos de un año y se puede 
denunciar en 90 días. Todo esto está en los puntos octavo y noveno. 


O sea que este es un Acuerdo marco y tenemos que ir viendo si, efectivamente, se logra ponerle la encarnadura que lo vuelva útil e 
importante. Quisiera señalar algo de lo que pasó en estos meses que, sin duda, va en esa dirección, más allá de negocios privados 
que se pueden indicar, pero que todavía no tienen los volúmenes que esperamos que tengan más adelante. 


Además, quiero señalar que esto está asociado a un área muy parecida: esa venta de casi U$S 10:000.000 en una primera etapa y 
en otras posteriores de, en definitiva, lo que es ingeniería de manejo de una empresa eléctrica. Precisamente, esto es lo que, en 
definitiva, UTE vende a la empresa pública de energía eléctrica venezolana, que tiene sistemas muy malos de facturación, de 
administración y de control de muy diversas facetas de su funcionamiento. 


Se preguntaba recién qué ocurre si el mercado cambia y aparecen actores privados. Repito que, en definitiva, este es un convenio 
de plazos cortos, pero leamos el artículo 2%. En él se dice: "La aplicación de este Acuerdo será exclusiva para los entes públicos 
avalados por la República Bolivariana de Venezuela y por la República Oriental del Uruguay". De manera que este marco, si se 
habilita al sector privado, no tiene que ver con este Acuerdo en relación con compras de crudo. 


En resumen, dentro de ese marco de acuerdo de integración energética general al que aludíamos y de esas declaraciones 
genéricas de las que se ha estado hablando, es decir, de Petroamérica y de un entorno de búsqueda de integración regional, cabe 
preguntarse qué es lo que establece este Acuerdo. Fija parámetros que el país no está obligado a usar, porque con él Uruguay no 
toma el compromiso de comprar ni siquiera un barril y Venezuela se reserva también una cierta posibilidad de vender, pero a un 
precio que ninguno de los dos determina, ya que lo hace el mercado internacional y ese no es el tema que se está discutiendo. 
Venezuela está ofreciendo un marco de venta que da condiciones al país que, naturalmente, debe incluir en el comparativo de 
precios y, luego, ver si puede instrumentarlo, de modo que contribuya a crear un clima de intercambio; en el correr de los meses y 
de los años, tendremos que ir viendo si resulta fértil. No obstante ello, no dejemos de ver lo que significa el mercado venezolano 
como tal, el hecho de que uno esté comprando y tenga una opción de Estado a Estado en el que puede pagar con productos, sin 
perjuicio de que luego hay que ir instrumentándolo y ahí comienzan a aparecer Acuerdos que inevitablemente son entre privados. 
Si a eso logramos agregar la instrumentación y la dinámica correspondientes, no dejemos de ver lo que esto puede significar para 
muchas áreas del acontecer nacional y no sólo en la energética. Creo que este es el cuadro de este Acuerdo. 


Se dice que no está fijado el tipo de crudo. ¡Es claro que no! Es por eso que ANCAP convoca con determinados parámetros y 
vienen las ofertas. Además, el Ente no compra todos los meses la misma combinación, el mismo "mix" o el mismo tipo para lograr 


el "mix" que requiere la refinería en función de cómo van avanzando las cosas. No es a eso que apunta el Tratado. Si en el futuro 
Venezuela no quiere ofrecer, puede hacerlo. Naturalmente, si ANCAP quiere comprar a quienquiera, también puede hacerlo. Esto 
da un marco en el que ANCAP y el país pueden optar por usar o no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por una cuestión de orden, advierto que tengo que retirarme para asistir a la Comisión de Educación y 
Cultura. De modo que si los señores Senadores no tienen nada en contrario, cedería la Presidencia ad -hoc al señor Senador 
Couriel. 


(Apoyados) 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador Couriel) 


SEÑOR ALFIE.- Cuando hice referencia a las calidades, por supuesto que no estaba aludiendo a una sola, ya que los petróleos 
tienen determinados niveles mínimos de calidad medidos en APN. Por lo tanto, me estaba refiriendo al nivel mínimo de calidad, 
puesto que, como todos sabemos, Venezuela tiene mucho petróleo con una calidad que está por debajo de determinados rangos. 
Reitero que me refería a eso y no estrictamente a una sola calidad. En lo personal, conozco relativamente bien cómo compra 
ANCAP y cómo hace las mezclas y me pareció importante que quedara claro que no quedaba invalidado que las compras fueran 
nulas cuando Venezuela ofreciera algo que sabe -descarto que así es- que no es compatible con nuestra refinería debido a su 
capacidad de procesamiento. Creo que ellos saben qué tipo de petróleo puede directamente derretir la refinería cuando se 
pretenda procesarlo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Termino diciendo que, en definitiva, la decisión de comprar o no de ANCAP sigue siento totalmente 
libre en cada momento. 


SEÑOR MINISTRO.- De hecho, la ejerce. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Efectivamente, ha comprado a Venezuela y también ha comprado a otros dejando de lado la oferta de 
ese país. 


SEÑOR MICHELINI.- Vamos a estudiar esos contratos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Entre otras cosas, no debemos olvidar que hay un dato que es clave a la hora de comprar: el precio. 
Aquí no se mencionan los precios y estos están referidos a valores internacionales, dentro de los cuales se van dando las ofertas 
que se van consiguiendo. 


Por otro lado, no quiero dejar de hacer referencia a otro punto que se planteó: en qué medida, por esta vía, no estamos tomando 
una supeditación excesiva en función de la acumulación de valores. Como bien se razonó, si suponemos que compramos seis 
veces por un monto de U$S 50:000.000, el 25% son U$S 75:000.000 y, en cuatro años, eso da como resultado U$S 300:000.000. 
Ahora bien, creo que lo que hay que pensar es lo siguiente: el Uruguay compra la factura petrolera que necesita y con el precio 
actual del petróleo y el nivel actual de producción del país estamos comprando U$S 600:000.000 por año. Entonces, la pregunta a 
hacerse es la siguiente: si consigo que de esos U$S 600:000.000, U$S 100:000.000 nos los den al 1% y a 20 años, ¿lo aceptamos 
O analizamos si en realidad nos estamos generando un problema? Uno puede estar ganándose o no un problema si obtiene un 
buen financiamiento -a propósito puse un ejemplo mejor para que no quedara duda de que tenemos un buen financiamiento- y 
como alternativa hace un buen uso de los recursos que libera. Sin embargo, inevitablemente, se puede estar acumulando un 
pasivo. Recién decía el Director de ANCAP que hemos hecho compras al contado y descarto que lo que hay que ir viendo y 
siguiendo es el volumen global de endeudamiento. Si ANCAP dejó de pagar U$S 75:000.000 -da lo mismo la cifra- pero por ese 
valor compró con descuentos de contado, el saldo global de endeudamiento del organismo no necesariamente tiene por qué haber 
cambiado y podemos hacer un mejor uso de un buen financiamiento. Para decirlo de otra manera: en el contrato se dice que 
Venezuela financia a largo plazo, pero no hay nada que diga que ANCAP está obligado a usar ese financiamiento. Simplemente, 
creo que no tenemos que ver este contrato como quizás lo habría visto uno cuando se enfrentó a él por primera vez: 
inevitablemente razonándolo, no como un Acuerdo marco, sino como un contrato. En la medida en que este es un Acuerdo marco, 
nos da parámetros dentro de los cuales si queremos nos movemos o no. Creo que, esencialmente, esto abre posibilidades para el 
país que, en la medida en que los precios lo vayan mostrando y el comercio se vaya generando, pueden ser muy buenas. Si vemos 
que no lo son, señores, con 90 días esto se puede suspender o, simplemente, ANCAP puede no usarlo, en tanto que los 
compromisos que quedan por financiamiento de largo plazo son a tasas que nadie va a discutir de lo convenientes que son para el 
país. 


SEÑOR ABREU.- Deseo reflexionar sobre el Acuerdo marco, como lo está mencionado el señor Subsecretario y su composición. 
La composición es en productos energéticos, en combustible, petróleo y en una eventual compensación de carácter comercial. 


Voy a reflexionar con espíritu constructivo, porque se trata de un tema que, por suerte, en este caso vincula la acción 
complementaria del Ministerio de Industria, Energía y Minería. ¿Cuál es el problema? Está bien que se trata de un Acuerdo marco 
y, como tal, lo podemos ir manejando, viendo o, por decirlo de alguna manera, monitoreando en función de las profundizaciones 
que el mismo tiene. Pero acá hay un tema comercial muy importante que deseo plantear al propio Ministerio de Industria, Energía y 
Minería: el acceso de los productos uruguayos al mercado venezolano. Nosotros tenemos una balanza comercial con Venezuela 
aproximadamente de U$S 30:000.000, con un superávit importantísimo a nuestro favor, salvo cuando se producen ventas de 
petróleo de ese país. El sistema de comercio venezolano está totalmente al margen de lo que son las obligaciones y los tratados 
comerciales. Se trata de un Estado que otorga licencias de exportación que se van administrando en forma antojadiza -no lo digo 
con carácter diminutorio- y con gran discrecionalidad. Es decir que el acceso al mercado venezolano, en las condiciones de un 
tratado de esta naturaleza, está sujeto a este tipo de política comercial y, por otro lado, a una excesiva contingencia, porque la 
compensación del porcentaje de comercio va a estar en función de lo que quiera hacer ese país con los contratos, como muy bien 
decía el señor Subsecretario. En el contrato con ANCAP se dice que el volumen de crudo y producto a ser vendido y comprado bajo 
este contrato será hasta por la cantidad de 43.800 barriles -lo mismo que dice el Tratado- o la cuota que resulte de un eventual 
cambio establecido por la República Bolivariana de Venezuela en función del primer Acuerdo. Es decir que hay una absoluta 
discrecionalidad en el manejo de las cifras que vamos a tener en cuenta para las exportaciones de nuestros productos. Un sistema 
de compensación no tiene para el exportador la seguridad de que la continuidad del abastecimiento del mercado tenga reglas de 


juego claras. Ojalá me equivoque, pero si yo fuera exportador uruguayo, en una corriente comercial de esta naturaleza no me 
basaría, simplemente, en disposiciones tan vagas como las existentes. 


Por eso realizo la pregunta a los representantes del Ministerio de cómo evalúa esto el sector privado y cómo reciben ustedes esa 
evaluación. Me imagino que hablan con el sector privado o que, por lo menos, se está analizando este tema. En síntesis, quisiera 
saber cómo lo evalúan a fin de que, en esta gran generalidad, no se transforme en una especie de anuncio de carácter político que 
no se concrete en lo que los uruguayos queremos: que el mercado de la República Bolivariana de Venezuela deje de manejarse en 
forma discrecional, que cumpla con las obligaciones del artículo 25 del Tratado de ALADI y que no sea una estructura de 
relacionamiento que termine perjudicando la continuidad, las posibilidades y las expectativas del sector exportador uruguayo, que 
ha sufrido mucho con la República Bolivariana de Venezuela, particularmente el lácteo y otros vinculados a la cadena de 
producción. 


Esa es la reflexión que realizo, señor Presidente, porque veo que, más allá de las normas y de esta discrecionalidad, desde el 
punto de vista comercial lo que al Uruguay le interesa en esta relación de comercio es exportar más, tener más trabajo e 
inversiones y utilizar todos estos Acuerdos dentro de una estrategia de carácter general -que es lo que me gustaría que sea 
definido claramente- de forma tal que el beneficiario sea el que trabaje y no que simplemente se elija por simpatías y se realicen 
acuerdos que si bien pueden ser muy legítimos, a veces no terminan en concreciones adecuadas. 


SEÑOR MINISTRO.- Estamos totalmente de acuerdo con lo que manifestó el señor Senador y todos los que hemos representado 
al país en las negociaciones con Venezuela así lo hemos hecho saber. En este momento estamos apostando a la entrada de ese 
país en el MERCOSUR y con eso fortificar la parte comercial. 


SEÑOR ALFIE.- En primer lugar, quiero realizar la siguiente reflexión. El señor Subsecretario dijo que de lo que está escrito se 
debe interpretar que la financiación es de un 25%. Personalmente, considero que los contratos son los contratos y aquí no dice 
eso. 


En segundo término, no se contestó la pregunta que formulé acerca del literal a) de la cuarta cláusula del contrato. Consulté acerca 
de si el interés del 2% "flat" que se generaba era sobre todo el capital. Sé que el señor Subsecretario me va a decir que eso es libre 
y que entonces ANCAP sabe que al precio que le cotizan hay que sumarle un 2%, pero igualmente quisiera una contestación para 
interpretar el tema. 


Otro tema que me parece importante abordar es el de los beneficios como tales de las compras que estamos haciendo. Comparto 
con el señor Subsecretario que hay que ver el tema del endeudamiento global de ANCAP y que mientras se esté sustituyendo la 
deuda que se tenía, por otra en mejores condiciones, eso vale. Ahora bien, personalmente jamás compraría nafta a quince años, 
porque no es un bien de inversión; es un bien de consumo y es, para decirlo de alguna manera, fugaz o efímero. Reitero, jamás en 
mi vida compraría nafta a quince años. 


Más allá de eso, se hace referencia a los beneficios. Mi pregunta es, ¿dónde están? En el precio de los combustibles no están. Si 
observamos el último precio de los combustibles, tomando la referencia de ANCAP del precio anterior, vemos que la baja del costo 
de la materia prima fue del orden del 16% y la rebaja en los precios -tomando en cuenta los precios actuales entre el tipo de cambio 
y el precio del crudo de referencia WTI- fue del 3%. 


El año pasado, la empresa ANCAP, como tal, tuvo el mejor resultado de los últimos cinco años. Quiere decir que no partió de una 
situación deficitaria o con problemas económicos. Sí viene arrastrando dificultades financieras, pero estamos hablando del balance 
desde el punto de vista económico. En ese sentido, creo que si se pudo manejar el 2004, los años venideros iban a ser más fáciles; 
incluso, allí se produjeron algunos acuerdos. Reitero que el superávit del 2004 fue el mejor de los últimos cinco años, aunque con 
esto no quiero decir que eso signifique mucho, porque era más o menos normal, aunque en ese año el superávit fue mejor. 


También se dice que son acuerdos muy beneficiosos, que compramos más barato, que tenemos condiciones extraordinarias de 
financiamiento y que nos permiten abonar al contado y, por lo tanto, no pagar intereses en las compras. Pero el precio ha subido 
mucho más de lo que subió la materia prima valuada a precios uruguayos y el dólar en conjunto. Entonces, la pregunta concreta es, 
¿cómo se mide este gran beneficio? 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Voy a ser muy breve, porque a las 17 horas comienza la Asamblea General . 


Creo haber leído declaraciones hechas por el señor Presidente de ANCAP y también por el Ministro de Relaciones Exteriores, 
señor Gargano, en esta Comisión, referidas al petróleo vendido por Venezuela a U$S 40 el barril. Quiero saber dónde está ese 
precio. Se leyó en la prensa, lo declaró el Presidente de ANCAP, lo aseveró en esta Comisión el propio señor Ministro de 
Relaciones Exteriores hablando de las conveniencias del Acuerdo -debe constar en las versiones taquigráficas- y se refirió al precio 
de U$S 40 el barril. ¿Cuáles han sido los precios que se han pagado a Venezuela en lo que va del año, en función de las distintas 
compras? 


SEÑOR MINISTRO.- Antes de que el señor Riet le conteste al señor Senador Larrañaga, quiero dirigirme al señor Senador Alfie, 
quien está muy familiarizado con las cifras respecto al aporte que deben hacer las empresas públicas al Presupuesto Nacional. 
Nosotros hemos encontrado que debíamos hacer los ajustes que hicimos en función de las realidades. Por eso es que quizás no 
coincide la rebaja con el análisis que el señor Senador hace. 


SEÑOR RIET.- Quiero contestar al señor Senador Larrañaga porque, evidentemente, al interpretar las declaraciones o leer la 
prensa, alguien se ha confundido, ya que las compras a Venezuela -y esto me sirve para aclarar la pregunta del señor Senador 
Alfie respecto al precio que figura en el Acuerdo de Cooperación de Caracas- se harán con base a precios referenciados al 
mercado internacional. Venezuela nos vende petróleo al precio al que vende -y creo que de acuerdo con un convenio con la OPEP, 
es una obligación- al mercado internacional. 


Hasta ahora hemos hecho cuatro compras: la primera ha estado en el entorno de U$S 61 el barril; la segunda a U$S 63, mientras 
que la tercera y la cuarta a fueron a U$S 60. O sea que hay una confusión que quizá surja del hecho de que el 75% -hicimos el 
pago de una sola compra- oscila entre U$S 40:000.000 y U$S 43:000.000 


Además, aprovecho para aclarar otras preguntas formuladas por el señor Senador Alfie en cuanto a las calidades del petróleo y al 
plazo de pago. En el contrato de PDVSA y de ANCAP -o sea, en el de las empresas- se expresa que el plazo es a 15 años; incluso, 
se firman pagarés a 15 años -no hay ninguna duda- y, tal como decía el señor Subsecretario, está en las formas de pago. 
Obviamente, tiene sus riesgos y desafíos, pero creo que hay que verlo como una oportunidad. Además, ratifico -digo esto porque 
como el señor Senador Larrañaga insistía con este tema y no había estado desde el principio de la reunión- que lo primero que 
nosotros anunciamos y que, en la práctica, ya estamos haciendo, es no tener un solo abastecedor y proveedor de crudo, sino una 
diversidad de fuentes de abastecimiento. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Hay un punto que no quisiéramos soslayar y que planteaba el señor Senador Alfie, pero sobre el cual 
no tenemos aquí la respuesta. Sí contamos con un hecho que va a permitir documentar y que tiene que ver con el 2% "flat". 
Confieso que siempre que lo leí, creí que decía "flat", no en el sentido que interpretaba el señor Senador Alfie, sino por 
contraposición a tasa efectiva o al interés compuesto y que quería decir, simplemente, tasa de interés simple. En todo caso, 
ANCAP ya hizo pagos de la parte que se paga a noventa días. De manera que lo que podemos enviarle perfectamente a la 
Comisión -si es que están de acuerdo- es cómo se interpretó esto porque, sin duda, de alguna manera, en los primeros pagos se 
entra en la jurisprudencia sobre qué es lo que se quiso decir. Aprovechamos para aclarar esto porque, por más que el interés sea 
bajo, la diferencia vale la pregunta formulada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los representantes del Ministerio de Industria y al Director de ANCAP. 
(Se retiran de Sala los representantes del Ministerio de Industria, Energía y inería y el Director de ANCAP) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos tres tratados para considerar. Uno de ellos es el Tratado Internacional sobre los Recursos 
Fitogenéticos; la Convención Interamericana sobre Conflictos de Leyes en Materia de Adopción de Menores y el Acuerdo sobre 
Regulación Migratoria Interna de Ciudadanos del MERCOSUR. 


SEÑOR ABREU.- El primer Tratado que tengo es el referente a la regulación interna de ciudadanos del MERCOSUR. Su informe 
está a disposición de la Comisión. Este es un tema importante a los efectos del trámite migratorio de los ciudadanos que no van a 
necesitar trasladarse de un Estado a otro pudiendo hacer los trámites en un Estado cualquiera sea la forma en que hayan 
ingresado a él. También hay un acuerdo similar con Bolivia y con Chile y podría haberse establecido en términos generales un 
acuerdo entre los dos. La importancia de este Tratado es que va avanzando en el MERCOSUR, por lo menos en su aspecto social, 
en lo que respecta a los conceptos de integración, bienes, capitales, servicios y personas. Reitero que consideramos que este 
Tratado es un avance en este sentido y, además, es muy positivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR ABREU.- El segundo asunto es el relativo a la Convención Interamericana sobre Conflictos de Leyes en Materia de 
Menores suscrita en la Tercera Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado. Aquí se faculta a 
los Estados Parte a extender la aplicación de la Convención a las adopciones puramente internas, consagrándose el efecto 
extraterritorial, de pleno derecho, de la adopción interna realizada. Es decir que una adopción que se produce internamente en un 
Estado tiene efecto extraterritorial, de forma tal de no verse perjudicada por reclamos existentes en terceros países. Esta 
Convención ya tiene algunos años y, como expliqué, da seguridad jurídica al régimen de adopción de menores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR ABREU.- Hubo dos Tratados que pedimos que volvieran a la Cancillería. Uno, con dificultades en las páginas y, otro, con 
algunas aclaraciones importantes. 


Está la Carpeta N* 295/2005, que refiere a la Convención Interamericana Contra el Terrorismo, adoptada en la ciudad de 
Bridgetown. En este caso, yo había observado los artículos 4.5,6,11,12 y 13 pidiendo información sobre el alcance de los mismos. 


Después está la Carpeta N* 312/2005, que volvió a Cancillería y ésta nos remitió los artículos 22 y 23 que faltaban. Se volvió a 
foliar y se repartió nuevamente. 


Pero hay tres más. Está la Carpeta N* 313/2005, que refiere al Acuerdo Comercial entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de la República Islámica de Irán, sobre energía nuclear. 


Luego, está la Carpeta N* 311, Primer Protocolo Adicional sobre Soluciones de Controversias del Acuerdo de Complementación 
Económica N* 59, suscrito entre los Gobiernos de la República Argentina, República Federativa del Brasil, República del Paraguay 
y República Oriental del Uruguay, Estados Parte del MERCOSUR y los Gobiernos de la República Bolivariana de Venezuela, 
Países Miembros del la Comunidad Andina, el cual está informado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el Acuerdo General de Cooperación Económica, Científica y 
Técnico-Cultural entre el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República de Angola, suscrito en 
Luanda, el 20 de octubre de 2003 (Carp. N* 268/2005). 


(Se vota:) 


-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se va a votar el Acuerdo de Cooperación Energética de Caracas, suscrito en Montevideo el 2 de marzo de 2005, entre los 
Gobiernos de la República Oriental del Uruguay y de la República Bolivariana de Venezuela (Carp. N* 288/2005). 


(Se vota:) 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Tenemos entendido que el próximo miércoles 21 se va a realizar una sesión extraordinaria del Senado a 
efectos de considerar el Tratado de Protección de Inversiones. En ese sentido, quiero preguntar si esto es así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, señor Senador. Es más; cuando usted formuló esta consulta en el día de ayer en el 
Plenario, el señor Presidente le dijo que la sesión ya estaba convocada por un número determinado de firmas de integrantes de la 
Bancada oficialista, a esos efectos. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 2 minutos) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


